PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

ARTICULO 1°: Todos los funcionarios públicos incluidos en la presente Ley, están obligados a presentar una Declaración Jurada Patrimonial, Impositiva y Previsional al tomar posesión y al cesar en sus cargos.

ARTÍCULO 2°: A los fines señalados en el artículo precedente,  considéranse funcionarios públicos, los que a continuación se detallan: 

a) El  Gobernador y Vicegobernador de la Provincia;

b) Los Senadores y  Diputados de la Provincia;

c) Los funcionarios de Ley de ambas Cámaras;

d) Los Jueces de la Suprema Corte de Justicia;

e) El Procurador y el Subprocurador General de la Suprema Corte de Justicia;

f) Los demás Jueces e integrantes del Ministerio Público;

f)  El Defensor del Pueblo de la Provincia; 

g) Los Ministros, Secretarios y Subsecretarios del Poder Ejecutivo;

h) El Fiscal de Estado;

i) El Director General de Cultura y Educación.

j) Los Miembros del Consejo General de Cultura y Educación;

k) El Presidente y los Vocales del Tribunal de Cuentas;


l) El Contador  y Subcontador  General de la Provincia;

m) El Tesorero y Subtesorero General de la Provincia;

n) El Presidente y los Directores del Banco de la Provincia de Buenos Aires;

o) Las autoridades superiores de los Entes Reguladores; 

p) Las autoridades de los Entes autárquicos;

q) Los miembros del Tribunal Fiscal de Apelación;

r) Los miembros del Consejo de la Magistratura;

s) Los funcionarios o empleados con categoría o función no inferior a la de Director o equivalente, que presten servicio en la Administración Pública Provincial, centralizada o descentralizada, las entidades autárquicas, el Banco Provincia, las obras sociales administradas por el Estado, las empresas del Estado, las sociedades del Estado y el personal con similar categoría o función, designado a propuesta del Estado en las sociedades de economía mixta, en las sociedades anónimas con participación estatal y en otros entes del sector público;

t) El personal en actividad de  la Policía bonaerense y del Servicio Penitenciario con jerarquía no menor de subcomisario o equivalente;

u) Todo funcionario o empleado público encargado de otorgar habilitaciones administrativas para el ejercicio de cualquier actividad, como también todo funcionario o empleado público encargado de controlar el funcionamiento de dichas actividades o de ejercer cualquier otro control en virtud de un poder de policía;

v) Todo funcionario público que se desempeñe en el Poder Legislativo, con categoría no inferior a la de Director;

w)  Todo funcionario público que cumpla servicios en el Poder Judicial de la Provincia y en el Ministerio Público de la Provincia, con categoría no inferior a Secretario o equivalente, y a Director o equivalente en el área administrativa;

x) Todo funcionario público que tenga por función administrar un patrimonio público o privado, o controlar o fiscalizar los ingresos públicos cualquiera fuera su naturaleza;

y) En los Municipios, el Intendente, sus Secretarios, los Concejales y el Secretario del Concejo Deliberante;

z) Los Consejeros Escolares;

ARTÍCULO 3°:  En caso de duda respecto a la inclusión o no de un funcionario público en  la obligación  establecida por la presente Ley, estése por la misma.

ARTICULO 4°:  Las Declaraciones Juradas instituidas en el Artículo 1° serán formuladas en forma abierta, ante el Escribano General de Gobierno o ante un Escribano Público de Registro, a su elección, quien levantará un acta en la que constará la entrega de la misma y extenderá el testimonio correspondiente.

ARTICULO 5°:  La Declaración Jurada contendrá una nómina detallada de todos los bienes propios del declarante; propios de su cónyuge; los que integren la sociedad conyugal; los del conviviente; los que integren en su caso la sociedad de hecho,  y los de sus hijos a cargo, en el país o en el extranjero.  En especial se detallarán los que se indican a continuación:

a) Bienes inmuebles, y las mejoras que se hayan realizado sobre dichos inmuebles;

b) Bienes muebles registrables;

c) Otros bienes muebles y suntuarios, determinando su valor en conjunto. En caso que el valor de uno de ellos supere la suma de diez mil pesos ($10.000) deberá ser individualizado;

d) Monto invertido en acciones y títulos públicos, y demás valores cotizables o no en bolsa; o en explotaciones personales o societarias;

e) Monto de la tenencia de dinero en efectivo y de valores al cobro, y  de depósitos bancarios, en moneda nacional o extranjera.  En sobre cerrado y lacrado deberá indicarse el nombre del banco o entidad financiera de que se trate y los números de las cuentas corrientes, de cajas de ahorro, de cajas de seguridad, y tarjetas de crédito y las extensiones que posea.  Dicho sobre será reservado y sólo deberá ser entregado a requerimiento de la autoridad judicial;

f) Créditos y deudas hipotecarias, prendarias y comunes;

g) Ingresos y egresos anuales derivados del trabajo en relación de dependencia o del ejercicio de actividades independientes y/o profesionales;

h) Ingresos y egresos anuales derivados de rentas o de sistemas previsionales;

i) En el caso de los incisos a), b), c) y d) del presente artículo deberá consignarse además el valor y la fecha de adquisición, y el origen de los fondos aplicados a cada adquisición. 

Asimismo, deberá acompañar copia de las últimas Declaraciones Juradas anuales presentadas ante la Administración Federal de Ingresos Públicos y/ ante la Dirección General de Rentas, de cada uno de los impuestos de los cuales resultara responsable, en cualquier condición que fuere, e información sobre el cumplimiento en relación con los aportes previsionales del régimen que le corresponda o por el cual hubiera optado.

En el caso de las Declaraciones Juradas que se presentan al asumir un cargo o función, la misma deberá contener toda la información detallada precedentemente en relación con los últimos diez (10) años previos a la presentación en cuestión.

ARTICULO 6°:  Los funcionarios públicos y agentes alcanzados por la presente Ley harán entrega dentro del plazo de treinta (30) días, a contar desde la toma de posesión o del cese en el cargo respectivo, del testimonio del acta en la Dirección de Personal, o en la dependencia que haga sus veces, del organismo o repartición correspondiente.  

En forma quincenal las oficinas receptoras de Declaraciones Juradas remitirán las mismas al Escribano General de Gobierno, quien será el responsable del registro, custodia y conservación de la documentación.

ARTICULO 7°:  Los funcionarios públicos y agentes alcanzados por la presente Ley actualizarán las Declaraciones Juradas cada doce meses, debiendo igualmente modificarla o notificar ante toda modificación sustancial del patrimonio acaecida durante el desempeño de la función.  Asimismo, tienen el deber de mantener actualizada la información contenida en las declaraciones hasta dos (2) años después de cesar en sus cargos.

ARTICULO 8°: El funcionario público y/o el agente que no diere cumplimiento a las obligaciones que surgen de la presente Ley, o que omita consignar parte o la totalidad de los datos requeridos, o falsee  los mismos, será sancionado según el siguiente criterio:

a) Con multa equivalente al cien (100) por ciento de sus remuneraciones cuando no la presentase en los términos fijados en los artículos 6 y 7 de la presente Ley, importe que podrá ser retenido de sus haberes.

b) Con cesantía en el cargo si, vencidos los términos fijados en los artículos 6 y 7 de la presente Ley, fuere intimado para cumplimentarla y no la presentase en el plazo de diez (10) días.

c) Con exoneración, en caso de comprobarse falsedad u omisiones dolosas en el contenido de su Declaración Jurada.

d) Con inhabilitación por diez (10) años para ejercer la función pública cuando, previa intimación fehaciente para dar cumplimiento dentro del plazo de diez (10) días, omitiera presentar la Declaración Jurada al cese, o alguna de las correspondientes a los dos años posteriores al mismo,

ARTICULO 9°:  Será deber del Señor Gobernador, de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, y de los Presidentes de cada una de las Cámaras Legislativas, hacer pública mediante las respectivas páginas en la red Internet, y mediante la publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de Buenos Aires, la totalidad de la información recabada de las Declaraciones Juradas de los funcionarios y agentes obligados de cada poder.  Asimismo, cada Intendente Municipal deberá publicar en el Boletín Oficial, y mediante la respectivas página de su Municipio en la red Internet, o mediante la página de la Gobernación de la Provincia, la totalidad de la información recabada de las Declaraciones Juradas de los funcionarios y agentes obligados del Municipio respectivo. 

ARTICULO 10°:  Los funcionarios públicos y/o agentes alcanzados por la presente Ley que se encontraren en actividad  al tiempo de su entrada en vigencia, deberán cumplir con las obligaciones establecidas en ella presentando su Declaración Jurada en el término de treinta (30) días, consignando en ella su patrimonio al momento de acceder al cargo y sus modificaciones.

ARTICULO 11°:  La presente Ley deberá ser reglamentada en el plazo de treinta (30) días.

ARTICULO 12°: Derógase el Decreto-Ley N° 9624/80.

ARTICULO 13°: De forma.

FUNDAMENTOS

Proponemos a través del presente proyecto de Ley reformular la normativa que regula el control del patrimonio de los funcionarios públicos, ampliando ambiciosamente el universo de los sujetos obligados a someterse a los controles que impone la misma, y simplificando la elaboración, la presentación y el acceso a la información a presentar.

Actualmente, estando normada la materia por el Decreto-Ley Nº 9624/80 y sus modificatorias, se registra un alto grado de incumplimiento, que no genera sanción alguna por la falta de control por parte de la administración sobre sus funcionarios, o por la carencia de mecanismos represivos idóneos.

Esta Cámara ha registrado el paso de numerosos proyectos que intentaron corregir esta situación o avanzar en la ampliación del universo alcanzado con la intención de transparentar el accionar de los hombres públicos; pero, lamentablemente, nunca encontraron los consensos necesarios para avanzar decididamente en un tema de alta significación para la consideración de la sociedad y que es motivo de reclamo casi unánime de parte de la opinión pública.

Sin embargo, en nuestros días, transitamos una época de encuentros y de reivindicaciones de viejos anhelos de todos; desde el gobierno de la Nación soplan algunos nuevos aires frescos que celebramos, y nuestra Provincia no debe ni quiere quedar al margen de esta necesaria reformulación institucional que se avizora como uno de los caminos que debemos transitar para volver a cargar de contenidos y de significados a la actividad pública a los ojos del pueblo.  El Poder Ejecutivo provincial hace discursos y declama estar trabajando en una necesaria y muy valiosa reforma política.  Los principales hombres del Gobierno de nuestra provincia plantean en estos días “llegó el momento de la reforma política” como algo plausible y posible.  El Gobernador de nuestra Provincia hace públicos por los medios de comunicación los patrimonios de cada uno de sus Ministros.  Circulan trabajos originados en los despachos de los Secretarios y los Ministros del Gobernador propiciando una vasta y ambiciosa reforma.  

La iniciativa en tratamiento nos brindará una poderosa herramienta de lucha contra la corrupción que ha socavado hasta límites nunca imaginados la credibilidad en la organización social; corrupción que hizo cuestionables no sólo a algunos hombres, sino que se llevó gran parte de la confianza de la comunidad en la democracia y en la actividad política, descreyendo y sospechando el hombre común de todo lo relacionado con la actividad de los hombres públicos y del poder transformador e igualador de las políticas del Estado. 

En este sentido, nos permitimos hacer una reflexión: la corrupción en la gestión pública no es un problema del sistema democrático de gobierno; por el contrario, en las democracias tenemos la posibilidad de enterarnos, más tarde o más temprano, de la existencia de tales hechos.  Un prestigioso constitucionalista de nuestro país ha señalado: “Como la democracia tiende fundamentalmente a la seguridad jurídica y, por tanto, a la legalidad y previsibilidad de las funciones estatales, existe en ella una poderosa inclinación a crear organizaciones de control, que sirvan de garantía de la legalidad.  De estas garantías, la más firme es el principio de publicidad.  La tendencia a la claridad es específicamente democrática, y cuando se afirma a la ligera que en la democracia son más frecuentes que en la autocracia ciertos inconvenientes políticos, especialmente las inmoralidades y corrupciones, se emite un juicio demasiado superficial o malévolo de esta forma política, ya que dichos inconvenientes se dan lo mismo en la autocracia, con la sola diferencia de que pasan inadvertidos por imperar en ella el principio opuesto a la publicidad.  En lugar de claridad, impera en la autocracia la tendencia a ocultar: ausencia de medidas de control –que no servirían más que para poner frenos a la acción del Estado-, y nada de publicidad, sino el empeño de mantener el temor y robustecer la disciplina de los funcionarios y la obediencia de los súbditos, en interés de la autoridad del Estado”.

La transparencia en la actividad pública, y hacer efectivo el principio republicano de responsabilidad de los funcionarios públicos, son metas a alcanzar que redundarán beneficiosamente fortaleciendo al sistema democrático y reivindicando a la actividad pública; y es así, solamente la democracia puede fortalecerse con la transparencia y la publicidad de los actos de gobierno, porque estos principios son, por esencia, contrarios a los regímenes autocráticos.

El proyecto en cuestión es sólo un paso de los muchos que debemos dar.  Sabemos que es un pequeño paso, pero muy necesario, y que nos acercará a transitar el añorado sendero - abandonado durante la larga década pasada - en el que la política camina junto al pueblo y persigue los sueños de aquél.

Inicialmente, merece destacarse que propiciamos la presentación de las Declaraciones Juradas, en forma abierta, y acompañada por las correspondientes Declaraciones Juradas anuales de cada uno de los impuestos, nacionales o provinciales, de los cuales resultare responsable el funcionario.

Se agrega también, en el proyecto que nos ocupa, un control sobre el cumplimiento de las obligaciones tributarias y previsionales, como así también se establece la obligatoriedad de aportar la Declaración Jurada completa correspondiente a los diez años anteriores y durante los dos años posteriores al desempeño de la función pública.

Asimismo, se le impone al Gobernador de la Provincia, a la Suprema Corte de Justicia, a los respectivos Presidentes de las Cámaras Legislativas y a los Intendentes Municipales, la obligación de publicar en el Boletín Oficial y en las respectivas páginas oficiales de los mencionados organismos dentro de la red Internet, la totalidad de la información recabada en cada uno de ellos.

Por otra parte, se establece un régimen sancionatorio, para el caso de incumplimientos, y se estipula la necesidad de reglamentar esta ley dentro de los noventa (90) días de su sanción, estableciendo la Autoridad de Aplicación.

Por todo lo expuesto, solicito a los señores legisladores acompañen con su voto la presente iniciativa.-

